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Resumen

Esta investigación analiza el diseño constitucional y la eficacia del sistema electoral ecua-
toriano tras la Constitución de la República del Ecuador de 2008, y se centra en cómo la 
creación de la Función Electoral —integrada por el Consejo Nacional Electoral y el Tribu-
nal Contencioso Electoral— ha contribuido a construir estándares de justicia electoral en 
un contexto de desafíos históricos y emergentes. Por medio de un enfoque cualitativo que 
combina el análisis documental de las normas (Constitución y Código de la Democracia) y 
la jurisprudencia, junto con el examen de casos empíricos (las elecciones de 2021-2023), el 
estudio evalúa la articulación de principios como autonomía institucional, equidad de géne-
ro y transparencia en su implementación práctica. Los resultados destacan avances como 
la profesionalización de la gestión electoral y la paridad de género, pero persisten desa-
fíos como el clientelismo, las brechas en el acceso a la justicia electoral en zonas rurales y la  
desinformación digital. La investigación concluye en lo siguiente: aunque Ecuador ha establecido  
un marco normativo innovador, su eficacia depende de superar desigualdades socioeconó-
micas, fortalecer la rendición de cuentas y adaptarse a retos tecnológicos globales.

Palabras clave:	 justicia electoral, democracia deliberativa, diseño constitucional, paridad 
de género, financiamiento político, desinformación digital.

Abstract
This research analyzes the constitutional design and effectiveness of the Ecuadorian  
electoral system after the 2008 Constitution, focusing on how the creation of the  
Electoral Function —composed of the National Electoral Council and the Electoral  
Contentious Court— has contributed to building electoral justice standards in the face  
of historical and emerging challenges. Using a qualitative approach that combines  
documentary analysis of norms (Constitution, Democracy Code) and jurisprudence, along 
with the examination of empirical cases (2021-2023 elections), the study evaluates the 
articulation of principles such as institutional autonomy, gender equity, and transparency 
in their practical implementation. Results highlight advances like the professionalization 
of electoral management and gender parity, but challenges such as clientelism, access to 
electoral justice in rural areas, and digital misinformation persist. The research concludes 
that while Ecuador has established an innovative regulatory framework, its effectiveness 
depends on overcoming socio-economic inequalities, strengthening accountability, and 
adapting to global technological challenges.

Keywords:	 electoral justice, deliberative democracy, constitutional design, gender  
parity, political financing, digital misinformation.
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L
Introducción

a relación entre el diseño constitucional y la eficacia elec-
toral conforma un eje fundamental para entender la calidad 
de las democracias contemporáneas, en especial en con-
textos en los que la credibilidad de los procesos electorales 
ha sido históricamente cuestionada. En Ecuador, la Consti-

tución de la República de 2008 marcó un punto de inflexión al reconocer a la Función 
Electoral como un poder autónomo del Estado, integrado por el Consejo Nacional Elec-
toral (cne) y el Tribunal Contencioso Electoral (tce), con el objetivo de garantizar proce- 
sos comiciales transparentes, equitativos y legítimos. Esta investigación analiza cómo  
ese diseño institucional innovador, respaldado por normas como el Código de la  
Democracia o Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, ha contribuido  
a construir estándares de justicia electoral, así como los desafíos que persisten en su 
implementación práctica.

El estudio parte de una premisa crítica: la mera existencia de normas avanzadas no 
asegura su eficacia. Mientras la Constitución y el Código establecen principios como la  
paridad de género, la regulación del financiamiento político y la transparencia en la re-
solución de conflictos, su aplicación enfrenta obstáculos estructurales —desde prác-
ticas clientelares arraigadas hasta brechas tecnológicas y culturales— que revelan  
tensiones entre el ideal normativo y la realidad empírica. Por ejemplo, aunque la paridad  
de género en las listas electorales elevó la representación femenina en la Asamblea Na-
cional, de 25.00 % en 2009 a 38.00 % en 2023, persisten tácticas de simulación, como  
la inscripción de mujeres en distritos no competitivos, lo que diluye el impacto de la 
norma (Consejo Nacional Electoral, 2023a; Instituto Internacional para la Democracia 
y la Asistencia Electoral, 2022).

Desde una perspectiva normativa, el trabajo examina los artículos constituciona-
les y legales que definen la autonomía, las competencias y los límites de la Función 
Electoral. Destacan el artículo 217 de la Constitución, que encomienda al cne y al tce a 
garantizar la legitimidad y transparencia de los procesos, y el artículo 98 del Código 
de la Democracia, que regula la publicidad política en las redes sociales para comba-
tir la desinformación. Sin embargo, el análisis empírico revela que estas disposiciones 
enfrentan desafíos operativos: en las elecciones de 2023, 60.00 % de la propaganda 
en TikTok violó normas de transparencia, mientras que el cne carecía de herramientas 
para fiscalizar contenidos en tiempo real (Vallejo, 2023).

El presente estudio se sustenta en un enfoque cualitativo que combina el análisis docu-
mental de fuentes primarias —Constitución, Código de la Democracia y jurisprudencia 
del tce— y secundarias —informes de organismos internacionales, estudios académi-
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cos y datos electorales—, junto con el examen de casos representativos. Su objetivo 
es evaluar hasta qué punto puede considerarse el sistema ecuatoriano como un re-
ferente en la construcción de estándares de justicia electoral para América Latina, al 
identificar tanto sus avances como sus vulnerabilidades sistémicas. En un contexto  
global en el que la desinformación, la polarización y el autoritarismo competitivo ame-
nazan las democracias, este análisis aporta claves para entender cómo el diseño insti-
tucional y la voluntad política pueden —o no— converger para proteger el núcleo mismo 
de la soberanía popular.

Desarrollo

Justicia electoral  
y democracia deliberativa

Antes de abordar la forma en que la justicia electoral y la democracia deliberativa desem- 
peñan un papel crucial en la construcción de la legitimidad, es fundamental comprender  
que este tipo de legitimidad no surge de un solo acto, como las elecciones, sino que 
es un proceso continuo en el que la ciudadanía debe sentirse incluida, escuchada y 
respetada. En una democracia, el sistema electoral debe garantizar que los comicios 
se celebrarán de manera libre y sin manipulaciones, y que los resultados reflejarán la 
verdadera voluntad popular. 

En tal virtud, a priori de acercarse a la justicia electoral y a la democracia deliberativa, es 
necesario hablar primero de la legitimidad democrática, con la finalidad de comprender  
las bases fundamentales que sostienen la eficacia y la calidad de cualquier sistema 
democrático, puesto que dicha legitimidad no solo se refiere a la validez formal de un 
proceso electoral o a la existencia de mecanismos para la participación ciudadana, sino 
a la aceptación y al reconocimiento generalizado de que los procedimientos políticos 
son justos, transparentes y representativos de la voluntad del pueblo. Este concepto 
está profundamente arraigado en la idea de que la soberanía recae en el pueblo y que 
este debe poder expresarse de manera libre y efectiva mediante mecanismos insti-
tucionales adecuados.

Legitimidad democrática.  
Una visión desde Jürgen Habermas

Con el fin de ofrecer una aproximación más precisa a la concepción de Jürgen Habermas 
respecto de la legitimidad democrática, es pertinente exponer algunas de sus ideas cla-
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ve, así como los puntos de vista críticos de otros pensadores relevantes. De este modo, 
se esclarece de manera contundente la razón por la cual Habermas ha sido seleccionado 
como referente central para abordar este concepto en el presente estudio.

El sueño

Jürgen Habermas imaginó la democracia como una casa construida con los ladrillos de 
la palabra. En su teoría, la legitimidad no brota de urnas ni de mayorías, sino de pro-
cedimientos institucionales que garanticen la formación discursiva de la opinión y la  
voluntad política (Habermas, 1996, p. 107). Para él, las leyes solo son legítimas si emergen  
de un consenso alcanzado en una esfera pública en la que todas las personas puedan 
hablar, escuchar y ser escuchadas. Pero ¿qué ocurre cuando las paredes de esa ca-
sa tienen grietas? Chantal Mouffe (2000), como una arquitecta crítica, advierte que 
Habermas subestima las tormentas que azotan la democracia: “El conflicto no es un 
error del sistema, sino su condición de existencia” (p. 21). En su visión agonística, la 
política no es un salón de debate ilustrado, sino un campo de batalla donde las pasio-
nes y las identidades chocan. La pregunta queda flotando: ¿puede la razón sobrevivir 
al fragor de las trincheras ideológicas?

Además, Habermas soñaba con una plaza en la que todos conversaran en igualdad de 
condiciones. Pero Nancy Fraser, mirando desde los arrabales de esa plaza, recuerda 
que algunos nunca han tenido un lugar en el centro; así, afirma que “la esfera pública 
burguesa excluyó a mujeres, obreros y colonizados” (Fraser, 1990, p. 62). Su concep-
to de contrapúblicos subalternos revela que la deliberación no ocurre en un único es-
cenario, sino en múltiples espacios donde los silenciados inventan sus propias formas 
de hablar. Aquí, la legitimidad ya no es un consenso pulido, sino un coro de voces dis-
cordantes que se filtran desde los márgenes. Seyla Benhabib (1996) suma a este coro 
una nota crucial: “Las instituciones deben ser ventanas abiertas, no muros” (p. 73), 
insistiendo en que la democracia deliberativa no puede encerrarse en salas de juntas, 
sino que debe respirar en las calles, las asambleas y las redes sociales.

El poder y sus máscaras

Habermas también confiaba en que la racionalidad comunicativa desactivaría las  
bombas del poder. Por su parte, Michel Foucault (1976) susurraba una advertencia incómoda:  
“el poder no se ejerce, se teje” (p. 94). Para él, las reglas del debate democrático podrían 
ser otra forma de control, un disfraz que normaliza ciertas voces y excluye otras. Axel  
Honneth, heredero crítico de la Escuela de Fráncfort, intenta tender un puente entre  
ambos: “Sin reconocimiento social, la deliberación se convierte en un teatro de sombras” 
(Honneth, 2011, p. 15). 
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Entonces, su teoría del reconocimiento insiste en que no basta con incluir voces: hay 
que derribar las jerarquías que las silencian. La legitimidad, entonces, no sería solo un 
asunto de procedimientos, sino de cómo una sociedad cura sus heridas de invisibilidad.

Democracia en un mundo fracturado

Habermas extendió su mirada hacia el horizonte global, al imaginar una política  
cosmopolita en la que la razón uniría a la humanidad. David Held, con un mapa en la mano,  
objeta: “El cosmopolitismo no puede ser un traje talla única para culturas distintas” 
(Held, 2005, p. 212). Su advertencia resuena en las fronteras de Europa, donde los  
refugiados interrogan los límites de la solidaridad deliberativa. Boaventura de Sousa 
Santos, desde el Sur Global, agrega un giro decolonial: “La democracia occidental es  
un relato entre muchos; necesitamos ecologías de saberes” (Santos, 2014, p. 89).  
Para él, en un mundo plural, la legitimidad exige descolonizar la propia idea de diálogo,  
reconociendo que hay modos de deliberar que no caben en los manuales europeos.

Con base en esas líneas, se puede llegar a entender que la legitimidad democrática,  
desde la perspectiva teórica de Jürgen Habermas, se fundamenta en la existencia de 
“procedimientos institucionales que garanticen la formación discursiva de la opinión y la 
voluntad política” (Habermas, 1996, p. 107), en la que la participación equitativa y la de-
liberación pública racional son condiciones indispensables. Este enfoque comunicativo 
sostiene que “la legitimidad de las leyes se mide por el grado en que éstas expresan un 
consenso alcanzado mediante procedimientos democráticos” (Habermas, 1998, p. 32). 

En consecuencia, en la visión de Habermas, la legitimidad de un régimen democrático  
no solo radica en el acto electoral, sino en la calidad de los procesos deliberativos  
que permiten la inclusión de todas las voces y garantizan la transparencia y el debate 
informado. También sostiene que la deliberación pública debe estar libre de distorsio-
nes, es decir, debe ser un espacio en el que toda la ciudadanía, independientemente 
de su posición social, pueda participar en igualdad de condiciones, tenga acceso a la 
información y cuente con la capacidad de influir en la toma de decisiones. 

De ese modo, la legitimidad de un sistema político no puede basarse únicamente en un  
proceso electoral que garantice el voto, sino en un sistema que también promueva  
un espacio público en el que se den discusiones profundas y razonadas.

Entonces, la relación entre justicia electoral y democracia deliberativa encuentra su 
fundamento en la teoría política de Jürgen Habermas. La legitimidad de un orden de-
mocrático no puede reducirse al simple cumplimiento de reglas procedimentales, sino 
que requiere de procedimientos que busquen garantizar mecanismos institucionales 
diseñados para promover un proceso comunicativo en el que se configuran la opinión 
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colectiva y la voluntad política. Esta perspectiva introduce una dimensión cualitativa 
en los procesos electorales, en los que la mera realización periódica de comicios libres 
resulta insuficiente si no se acompaña de condiciones estructurales que permitan una 
deliberación pública genuina y una participación política en igualdad de condiciones.

Legitimidad en tiempos de desencanto

La teoría de Habermas sigue siendo un faro, pero su luz revela sombras que él no  
vislumbró. Las críticas de Mouffe, Fraser, Foucault y Santos no la derriban, sino que la 
rodean de preguntas necesarias: ¿cómo deliberar cuando las palabras se convierten 
en armas? ¿Cómo incluir a quienes rechazan las reglas del juego? En un mundo de fake 
news y populismos, la democracia deliberativa parece un barco en altamar. Sin embar-
go, como escribe Iris Young (2000) en diálogo tácito con Habermas, “la justicia no es 
el silencio del consenso, sino el arte de escuchar en medio del ruido” (p. 39). Quizá, la 
verdadera legitimidad no esté en las respuestas, sino en mantener vivas las preguntas.

¿Qué se entiende  
por justicia electoral?

La justicia electoral se erige como un componente estructural e irrenunciable de los 
sistemas democráticos contemporáneos, pues garantiza que el ejercicio del poder po-
lítico emane de la voluntad ciudadana expresada en condiciones de igualdad y legali-
dad. Según la definición ampliamente aceptada por organismos internacionales como 
el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral (idea Internacio-
nal), esta no se reduce a un mero conjunto de normas jurídicas, sino que abarca un  
entramado institucional diseñado para asegurar la integridad (al evitar fraudes o  
manipulaciones), la equidad (al equilibrar oportunidades entre actores políticos) y la 
legalidad (al respetar marcos normativos) en cada fase del proceso electoral (Instituto  
Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, 2018, p. 45). Su trascenden-
cia radica en que, como señala Guillermo O’Donnell (2004), funciona como un meca-
nismo de “rendición de cuentas horizontal” (p. 34), es decir, un sistema de controles 
que obliga a quienes detentan el poder —incluyendo gobiernos y partidos— a someter-
se a las reglas democráticas, incluso cuando estas limitan sus intereses particulares.

Este concepto supera la visión restringida de justicia como resolución de conflictos  
poselectorales. Si bien es crucial que los tribunales electorales resuelvan impugnacio-
nes con celeridad y rigor técnico —por ejemplo, mediante auditorías de actas o verifica-
ción de firmas—, la justicia electoral debe operar también de manera preventiva. Esto 
implica, según idea Internacional (2018, p. 47), implementar protocolos que mitiguen 
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riesgos como la compra de votos, el uso ilegal de recursos públicos en campañas o la 
difusión de propaganda engañosa. Además, protege derechos políticos fundamentales: 
desde el acceso a la información veraz hasta la posibilidad de contender en elecciones 
sin discriminación por género, etnia o condición socioeconómica, aspectos que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha calificado como “requisitos mínimos para una 
democracia sustantiva” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2006, p. 12).

La eficacia de este sistema depende de dos pilares interdependientes: por un lado, la 
independencia funcional de los órganos electorales frente a presiones de grupos de 
poder, requisito que, según O’Donnell (2004), evita que las instituciones se convier-
tan en “instrumentos de dominación facciosa” (p. 35), y, por el otro, la transparencia 
radical en sus actuaciones, lo que permite que los partidos, los medios y la ciudada-
nía verifiquen cada etapa del proceso, desde el padrón electoral hasta el conteo final. 

En ese sentido, la justicia electoral no solo resguarda la legalidad, sino que construye 
legitimidad social: cuando los actores políticos perciben que las reglas se aplican sin 
sesgo, aceptan los resultados incluso en contextos de alta polarización, un principio 
que Dieter Nohlen (2012) sintetiza como “la diferencia entre elecciones disputadas y 
democracias estables” (p. 91).

En síntesis, la justicia electoral es tanto un mecanismo técnico como un pacto político: 
su existencia refleja el compromiso colectivo de someter el poder a reglas impersonales,  
al garantizar que la democracia no sea solo un ritual periódico, sino un sistema vivo  
en el que el pueblo ejerce una soberanía real. Como advierte Adam Przeworski (2010), 
“sin instituciones capaces de hacer cumplir las reglas electorales, la democracia se 
reduce a una cáscara vacía” (p. 128), una advertencia que subraya la urgencia de 
fortalecer estos sistemas ante amenazas como la desinformación o el autoritaris-
mo competitivo.

Acerca de la democracia deliberativa
El concepto de democracia deliberativa trasciende así el modelo agregativo de  
democracia, que concibe al proceso político como una competencia entre intereses  
preestablecidos, para enfatizar la transformación de preferencias por medio del deba-
te público racional. Como señala Habermas (1998), “la legitimidad de las leyes se mide 
por el grado en que éstas expresan un consenso alcanzado mediante procedimientos 
democráticos” (p. 32). En este marco, la justicia electoral adquiere una doble función: 
por un lado, debe garantizar la equidad en las reglas del juego político (acceso a can-
didaturas, financiamiento y medios de comunicación) y, por otro, debe asegurar que 
los conflictos derivados del proceso electoral se resuelvan mediante procedimientos 
que permitan el examen crítico de argumentos y evidencias.
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Esta concepción tiene importantes implicaciones para el diseño de los sistemas de  
justicia electoral. En primer lugar, exige que los mecanismos de resolución de controver-
sias electorales no solo sean técnicamente sólidos, sino también abiertos al escrutinio 
público, a fin de permitir que los actores políticos y la ciudadanía comprendan los fun-
damentos de las decisiones. Como apuntan Amy Gutmann y Denis Thompson (2004), “la 
deliberación democrática requiere instituciones cuyas decisiones sean transparentes  
y cuyos razonamientos sean accesibles para el público” (p. 15). En segundo lu-
gar, demanda que los órganos encargados de administrar los procesos electorales  
establezcan canales permanentes de diálogo con los partidos políticos y la sociedad 
civil, superando así un modelo tecnocrático que podría generar decisiones formalmen-
te correctas, pero socialmente desconectadas.

El desafío central que plantea este enfoque consiste en equilibrar dos exigencias  
aparentemente contradictorias: por un lado, la necesidad de independencia institucio-
nal frente a los poderes fácticos y, por otro, la obligación de mantener una conexión 
sustantiva con el espacio público deliberativo. Como advierte Benhabib (1996), “las  
instituciones democráticas deben ser lo suficientemente autónomas para resistir  
las presiones de los intereses particulares, pero lo suficientemente permeables  
para responder a las demandas surgidas de la esfera pública” (p. 73). Este equilibrio 
es particularmente complejo en contextos de alta polarización política, en los que la 
tentación de instrumentalizar las instituciones electorales puede socavar tanto su 
imparcialidad como su capacidad para facilitar procesos genuinos de deliberación.

La teoría habermasiana también ilumina los límites de un enfoque puramente legalista  
de la justicia electoral. Si bien el respeto a las normas es una condición necesaria, 
no resulta suficiente para garantizar la legitimidad democrática. Como señala James  
Bohman (1996), “la calidad deliberativa de una democracia depende de la capacidad 
de sus instituciones para transformar los desacuerdos en razones públicamente justi-
ficables” (p. 108). Esto implica que los sistemas de justicia electoral deben incorporar 
mecanismos que permitan traducir los conflictos particulares en cuestiones de interés 
general, a fin de evitar que las controversias se reduzcan a meras disputas técnicas  
o a choques de intereses irreconciliables.

En última instancia, la perspectiva deliberativa acerca de la justicia electoral invita  
a recordar que las instituciones democráticas no son meros árbitros neutrales, sino  
espacios en los que se construye y reconstruye continuamente el sentido de lo político. 

Ahora bien, como concluye Habermas (2001), “la legitimidad democrática surge de la 
interacción entre las instituciones formalmente establecidas y la esfera pública infor-
mal donde se forman las opiniones” (p. 184). Este enfoque integral es particularmente 
relevante para analizar los desafíos contemporáneos de los sistemas electorales, que  
deben conciliar exigencias de eficiencia técnica con demandas de participación  
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sustantiva, en un contexto en el que la confianza en las instituciones democráticas 
enfrenta crecientes desafíos en todo el mundo.

En conclusión, la perspectiva deliberativa acerca de la justicia electoral, inspirada en los 
principios de Habermas, ofrece una visión integral que va más allá del respeto formal  
a las leyes, al exigir que las instituciones democráticas sean espacios activos de  
deliberación pública y de construcción colectiva de la legitimidad. Este enfoque  
subraya la importancia de equilibrar la independencia de los órganos electorales con 
la necesidad de mantener una conexión genuina con la esfera pública, lo que implica 
un diseño institucional que no solo sea tecnológicamente eficiente, sino también ac-
cesible y comprensible para la ciudadanía. En el contexto ecuatoriano, este modelo se  
refleja en la creación de órganos autónomos y transparentes, que no solo buscan  
garantizar procesos electorales imparciales, sino también fortalecer la confianza  
pública mediante la inclusión, la equidad y la transparencia. 

Enfoque procesual
La justicia electoral y la democracia deliberativa se entrelazan como dos caras de un 
mismo proyecto democrático, en el que la primera actúa como garante institucional  
y la segunda, como horizonte ético, puesto que, para Habermas (1996, p. 150), la  
legitimidad de un sistema político depende de su capacidad para convertir el poder 
comunicativo —aquella fuerza que emerge del debate público libre y racional— en  
poder administrativo mediante estructuras institucionales. La justicia electoral,  
en este marco, no se limita a resolver disputas técnicas respecto de actas o votos, 
sino que debe asegurar que los procesos comiciales funcionen como dispositivos de 
traducción entre la sociedad civil y el Estado. Esto implica, como señala John Dryzek  
(2000), que las instituciones electorales no solo administren comicios, sino que “or-
ganicen la diversidad deliberativa” (p. 82), al crear canales para que las demandas  
ciudadanas, incluso las marginadas, sean incorporadas en la agenda política. Sin em-
bargo, esta visión ideal enfrenta obstáculos concretos: en contextos de desigualdad  
estructural, como los que describe Fraser (1990), los mecanismos formales de  
participación pueden volverse cáscaras vacías si no se combaten las exclusiones  
económicas, culturales o de género que distorsionan la deliberación. En este punto, la 
justicia electoral adquiere una dimensión redistributiva y simbólica: debe garantizar no 
solo acceso al voto, sino también la equidad en la competencia política —al regular el  
financiamiento de campañas, por ejemplo— y el reconocimiento de identidades histórica-
mente silenciadas. A su vez, la democracia deliberativa, lejos de ser un mero ejercicio de  
consenso, exige instituciones capaces de gestionar el conflicto sin suprimirlo, tal co-
mo propone Mouffe (2000) con su noción de agonismo político. En esta tensión en-
tre reglas y disputas, entre consensos y antagonismos, la justicia electoral se revela  
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como un artefacto frágil pero indispensable: su éxito no se mide por la ausencia de con- 
troversias, sino por su capacidad para convertir el desacuerdo en un motor de legi-
timidad, siempre que los actores confíen en que las reglas, aunque imperfectas, son  
suficientemente justas para seguir jugando el juego democrático.

Por otro lado, un desafío contemporáneo radica en cómo las nuevas tecnologías y la 
digitalización impactan esa articulación entre justicia electoral y deliberación. Como 
advierte Víctor Sampedro (2017), la brecha digital reproduce exclusiones: mientras 
algunos sectores aprovechan las plataformas en línea para ampliar su participación, 
otros ven profundizadas sus desventajas por falta de acceso a internet o alfabetización  
tecnológica. Esto plantea un dilema para la justicia electoral: ¿cómo garantizar que la 
deliberación digital no se convierta en un espacio elitista? Para Yochai Benkler (2006), 
la esfera pública en la red podría democratizar el debate, pero solo si se combinan  
regulaciones que eviten la manipulación algorítmica —como la desinformación masi-
va— con políticas de inclusión digital. Así, la justicia electoral del siglo xxi no solo debe 
fiscalizar las urnas físicas, sino también asegurar que los espacios virtuales de deli-
beración sean transparentes y accesibles, a fin de evitar que las asimetrías tecnoló-
gicas distorsionen la formación de la voluntad política.

Además, en un mundo globalizado, la democracia deliberativa trasciende las fronte-
ras nacionales, lo que cuestiona los límites tradicionales de la justicia electoral. Pro-
blemas como el financiamiento transfronterizo de las campañas o la injerencia de  
actores externos en las elecciones locales exigen marcos normativos internacionales. 
Como sostiene Held (2005), la gobernanza global requiere instituciones que articulen 
una deliberación y una rendición de cuentas más allá del Estado-nación. Sin embargo, 
en este punto surge una paradoja: mientras que la justicia electoral nacional busca  
arraigarse en los contextos locales —respetando particularidades culturales, como 
señala Santos (2014)—, los desafíos globales demandan estándares universales. Esta  
tensión revela que la justicia electoral no puede ser un sistema cerrado, sino un  
proceso en constante adaptación, en el que lo local y lo global dialoguen de manera 
crítica. En última instancia, su viabilidad dependerá de su capacidad para ser, al mis-
mo tiempo, un guardián de las reglas y un facilitador de los diálogos, incluso cuando 
estos desafían los marcos establecidos.

Institucionalismo y diseño 
constitucional

En el contexto ecuatoriano, esta concepción tripartita de justicia electoral, democracia 
deliberativa y legitimidad democrática se materializa en el diseño de órganos electorales 

Este apartado pertenece a la obra 
Revista Justicia Electoral 35, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2026. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

130
Justicia Electoral,  

núm. 35,  
ISSN 0188-7998,  

vol. 1,  
enero-junio, 2025.

Pp. 119-146.

autónomos que, según idea Internacional, deben cumplir con los estándares internacio-
nales de independencia y transparencia para “asegurar procesos electorales creíbles 
y aceptados por todos los actores políticos” (Instituto Internacional para la Democra-
cia y la Asistencia Electoral, 2018, p. 45).

En el contexto ecuatoriano, la materialización de los órganos electorales autónomos 
responde a un esfuerzo sistemático e institucional que debe garantizar no solo inde-
pendencia funcional y transparencia operativa, sino también mecanismos que asegu-
ren la credibilidad y aceptación social de los procesos electorales, elementos clave 
para consolidar la confianza en la democracia. Este enfoque se sustenta en la Ley  
Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas —también denominada Código de la  
Democracia—, que establece marcos normativos para la participación ciudadana,  
la fiscalización del gasto electoral y la neutralidad en la administración de los comicios, 
aspectos fundamentales para evitar injerencias partidistas o conflictos de interés.

La arquitectura institucional ecuatoriana prioriza la separación de roles entre entida-
des administrativas y jurisdiccionales, un principio respaldado por organismos como la  
Organización de los Estados Americanos (oea) y la Unión Interamericana de Organismos  
Electorales, que destacan la importancia de aquellos sistemas comiciales capaces 
de resolver controversias mediante procedimientos técnicos y argumentativos. Ade-
más, la selección de autoridades electorales mediante concursos públicos de méritos  
—en lugar de designaciones políticas— busca garantizar idoneidad profesional, lo cual 
representa un avance significativo frente a las prácticas históricas de clientelismo 
que socavaban la imparcialidad.

Un ejemplo concreto de esta evolución se observa en la implementación de mecanis-
mos de transparencia financiera, como la regulación estricta de la propaganda electoral  
y el financiamiento político, que buscan equilibrar las asimetrías entre los actores  
políticos y prevenir la influencia desproporcionada de recursos económicos en  
las campañas. Asimismo, la adopción de tecnologías para la transmisión segura de 
datos electorales y la supervisión internacional —como la participación de personas 
observadoras de la oea en procesos como el referéndum de 2018— refuerzan la inte-
gridad de los comicios.

Además, la Constitución de 2008 estableció una división funcional clara entre el cne, 
que se encarga de la administración electoral, y el tce, que es el responsable de la ju-
risdicción contenciosa, con base en el principio de que “la separación de funciones es 
esencial para prevenir conflictos de interés y garantizar imparcialidad” (Nohlen, 2012, 
p. 78). Como señala O’Donnell (2004), en los sistemas democráticos “las instituciones 
electorales deben ser no sólo independientes sino percibidas como tales por la ciuda-
danía” (p. 56), un desafío particularmente complejo en contextos de alta polarización 
política. Los mecanismos de selección por méritos buscan, en teoría, superar lo que 
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Manuel Alcántara (2012) denomina “el clientelismo partidista que históricamente ha 
afectado a los organismos electorales en América Latina” (p. 112).

La efectividad de este diseño institucional depende, como advierte Habermas (2001), 
de su capacidad para generar “un espacio público donde la fuerza del mejor argumento 
prevalezca sobre las relaciones de poder asimétricas” (p. 154). En la práctica ecuatoria-
na, esto se traduce en que las decisiones del tce deben fundamentarse en “argumentos 
jurídicos sólidos y accesibles al escrutinio público” (Ferrín, 2017, p. 89), condición indis-
pensable para lo que Ernesto Garzón (1993) conceptualiza como “la construcción social 
de la confianza en las instituciones electorales” (p. 67). Como muestra la experiencia 
comparada, incluso sistemas bien diseñados pueden verse comprometidos cuando,  
según Przeworski (2010), “las reglas formales entran en contradicción con las prác-
ticas informales del poder” (p. 123), un riesgo que el sistema electoral ecuatoriano  
debe gestionar constantemente para mantener su credibilidad como referente 
regional.

La separación de roles entre el cne y el tce, el establecimiento de mecanismos de  
fiscalización y la adopción de tecnologías avanzadas son ejemplos de cómo Ecuador 
ha avanzado hacia un sistema electoral que busca no solo la legitimidad técnica, sino 
también la aceptación social; empero, los desafíos continúan, en especial en un con-
texto de alta polarización política, en el que la constante vigilancia y la mejora de los 
procesos electorales son fundamentales para mantener la confianza en el sistema  
democrático y garantizar que la voluntad popular se vea realmente reflejada.

No obstante, persisten desafíos vinculados con la percepción ciudadana. Como se-
ñala la teoría de la democracia deliberativa, la legitimidad no depende únicamente 
del diseño formal de las instituciones, sino de su capacidad para generar consen-
sos mediante diálogos públicos inclusivos. En Ecuador, esto implica que las resolu-
ciones electorales deben fundamentarse en argumentos accesibles y difundirse de 
manera amplia, a fin de evitar que la ciudadanía perciba las decisiones como impo-
siciones técnicas desconectadas de sus realidades; por ello, en el sistema electoral 
ecuatoriano, refleja un intento por conciliar normas técnicas con principios demo-
cráticos sustantivos. Su eficacia como referente regional dependerá de su habilidad  
para mantener equilibrios delicados: autonomía frente a presiones políticas, transpa- 
rencia en la rendición de cuentas y apertura a la participación deliberativa, pilares 
que idea Internacional y otros actores globales consideran esenciales para la justi-
cia electoral en el siglo xxi.
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Una nueva justicia electoral. 
Constitución de la República  
de 2008
En los últimos años, el modelo tradicional de separación de poderes, tal como lo  
formuló Montesquieu en 1748 en El espíritu de las leyes, ha sufrido modificaciones im-
portantes en diversas democracias, en especial en aquellos países de América Lati-
na que atraviesan procesos de consolidación democrática. El caso de Ecuador no es 
la excepción, pues la configuración y el ejercicio de la separación de poderes han ex-
perimentado transformaciones significativas, en especial en lo que respecta a la fun-
ción electoral del Estado. La reconfiguración de la relación entre las distintas ramas 
del poder y el crecimiento de nuevas funciones en el Estado ecuatoriano reflejan un 
cambio paradigmático hacia un modelo más inclusivo, pero también más complejo, de 
gobernanza democrática.

La teoría de Montesquieu en torno a la separación de poderes, una de las bases del 
constitucionalismo moderno, se fundamenta en la idea de que, para garantizar la li-
bertad política, es necesario dividir las funciones del Estado en tres ramas distintas: el 
Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial. Cada una de estas ramas debe 
actuar de manera autónoma a fin de evitar que se concentre demasiado poder en una 
sola institución, lo cual podría poner en peligro las libertades individuales y la justicia.

La concepción montesquiana establece que las funciones de cada poder deben ser 
claras y no interferir en las competencias del otro. En esta teoría, la función electoral 
no se mencionaba de forma explícita como una rama separada, ya que el concepto de 
democracia era distinto al que se tiene hoy en día. Sin embargo, en los sistemas de-
mocráticos contemporáneos, el proceso electoral se ha convertido en un componen-
te esencial para la legitimación del poder político y, por lo tanto, requiere una atención 
específica, autónoma y especializada dentro del aparato estatal.

En consecuencia, la incorporación de la Función Electoral como poder autónomo en 
la Constitución ecuatoriana de 2008 marcó un quiebre con el modelo clásico de sepa-
ración de poderes. Así, mientras el filósofo francés imaginaba un equilibrio entre las 
ramas ejecutiva, legislativa y judicial, Ecuador añadió una cuarta función dedicada a 
garantizar la integridad de los procesos democráticos. 

Este cambio respondió a una crisis histórica: el antiguo Tribunal Supremo Electoral 
(tse), que fue sometido a influencias partidistas, había perdido credibilidad tras episo-
dios como las elecciones de 2006, donde las acusaciones de fraude polarizaron al país 
(Acusaciones de fraude polarizan elecciones, 2006). De tal modo, la nueva arquitectura 
constitucional buscó, en palabras de la carta magna, “asegurar el ejercicio de los de-
rechos políticos mediante procesos transparentes” (Constitución de la República del 
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Ecuador, artículo 217, 2008), a fin de separar las tareas administrativas y jurisdiccio-
nales en dos órganos: el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral.

Entonces, la justicia electoral ha experimentado una transformación sustancial, en es-
pecial a partir de la Constitución de 2008. La independencia de los órganos electorales  
y la garantía de un sistema comicial que opere de manera transparente, equitativa y 
con el mínimo de injerencia externa han sido parte de un esfuerzo por consolidar la 
democracia y fortalecer el Estado de derecho. 

En ese sentido, la justicia electoral ha dejado de ser una mera competencia técnica para  
convertirse en una de las áreas más relevantes en la estructura del Estado, con un 
poder autónomo que interactúa de manera constante con las otras ramas del poder.

La creación del cne y del tce, ambos autónomos, refleja esta evolución. Aunque en su 
origen, en el siglo xix, los procesos electorales se gestionaban de manera centralizada 
y con una clara intervención del Poder Ejecutivo, la nueva estructura de los órganos 
electorales busca garantizar que la administración de los comicios y la resolución de 
las disputas en la materia se realicen sin injerencias de otras instituciones del poder, 
principalmente del Poder Ejecutivo. Este cambio subraya una separación más clara y 
diferenciada de la función electoral del resto de las competencias del Estado, al seguir 
la lógica montesquiana de que la concentración de poder debe evitarse a toda costa.

El cne, como ente administrativo, no solo organiza elecciones, sino que regula as-
pectos críticos como el financiamiento de las campañas y el acceso equitativo a los  
medios de comunicación, competencias que han tenido impactos concretos; por ejem-
plo, la paridad de género en las listas electorales incrementó la representación fe-
menina en cargos públicos, al pasar de 25.00 % en 2009 a 38.00 % en 2021 (Consejo 
Nacional Electoral, 2021). Sin embargo, persisten resistencias en partidos tradicionales  
que recurren a estrategias para evadir estas normas, como la inscripción de candida-
tas “fantasma” (Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral,  
2026). Este diseño rompió con el pasado: las cinco consejerías principales son  
seleccionadas mediante concursos públicos de méritos, un sistema que, según la Cons-
titución, busca “evitar la captura partidista” (Constitución de la República del Ecua-
dor, artículo 219, 2008). Este mecanismo contrasta con el anterior Tribunal Supremo  
Electoral, cuyos integrantes eran designados por el Congreso mediante cuotas políticas,  
como ocurrió en 2003 en el gobierno de Lucio Gutiérrez (Designación de miembros  
del tse genera controversia, 2003). Por su parte, el tce asume un rol jurisdiccional  
inédito al resolver impugnaciones con fallos “vinculantes e inmediatos” (Constitución 
de la República del Ecuador, artículo 220, 2008), lo que elimina la necesidad de apelar 
ante instancias administrativas, como ocurría antes de 2008.
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Además, el artículo 221 constitucional establece que los integrantes del cne y del tce  
duran seis años sin reelección, lo que busca prevenir la concentración de poder. No obs-
tante, este plazo fijo plantea dilemas en un contexto de rápida evolución tecnológica, en 
el que sistemas como el voto electrónico requieren actualización constante, algo que  
podría verse limitado por la rotación del funcionariado (Sampedro, 2017).

La Constitución también amplía el alcance de la Función Electoral mediante el artículo  
61, que garantiza mecanismos de democracia directa —como consultas populares y 
revocatorias de mandato— que son administrados por el cne. Si bien esto fortalece la 
participación, su implementación enfrenta obstáculos en zonas rurales, donde el ac-
ceso a información clara y oportuna sigue siendo limitado (Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, 2023). En este punto, la teoría de la democracia deliberati-
va de Habermas cobra relevancia: para que los procesos sean legítimos, no basta con 
cumplir protocolos, se requiere un “espacio público donde la fuerza del mejor argu-
mento prevalezca” (Habermas, 1996, p. 107), algo difícil de lograr en comunidades con 
brechas educativas y tecnológicas.

Sin embargo, el cambio más significativo radica en que la función electoral en Ecuador  
ha adquirido una dimensión más proactiva. En lugar de limitarse a organizar y super-
visar los comicios, los órganos electorales también han asumido un papel crucial en 
la promoción de la participación política. La introducción de mecanismos de votación 
electrónica, la implementación de políticas de paridad de género y el fortalecimiento de 
la participación de grupos históricamente marginados —como los pueblos indígenas— 
reflejan una comprensión más amplia de la función electoral, que no solo garantiza la 
equidad entre los actores políticos, sino también la inclusión de toda la ciudadanía en 
los procesos decisionales.

En fin, la Función Electoral ecuatoriana, cimentada en los artículos 217 al 221 de la 
Constitución de la República de 2008, representa un esfuerzo innovador por reconci-
liar la técnica y la democracia. Sin embargo, su éxito depende de superar tensiones 
inherentes: profesionalización versus participación, normas formales versus exclusio-
nes estructurales y autonomía versus rendición de cuentas. Como señala Przeworski 
(2010), “las reglas electorales deben ser lo suficientemente flexibles para adaptar-
se a conflictos imprevistos” (p. 142), un principio que Ecuador pone a prueba en cada  
ciclo electoral.
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Código de la Democracia.  
Dinámicas institucionales

El Código de la Democracia o Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas, pro-
mulgado en 2009 y reformado en 2020, opera como el marco legal que desarrolla los 
principios constitucionales respecto de la Función Electoral. Mientras que la Consti-
tución de 2008 establece las bases estructurales —autonomía de los órganos electo-
rales, separación de funciones entre el cne y el tce y garantías de participación—, el 
Código profundiza en aspectos procedimentales y normativos al ofrecer mecanismos 
concretos para materializar esos ideales. Uno de sus elementos más llamativos es la 
regulación minuciosa de la paridad de género. Si la Constitución ordena en su artícu-
lo 61 promover la participación de grupos históricamente discriminados, el artículo 56 
del Código exige a los partidos políticos incluir en sus listas electorales una alternan-
cia obligatoria entre mujeres y hombres, con secuencialidad estricta. 

En materia de financiamiento político, el Código va más allá del mandato constitu-
cional de transparencia (artículo 217): establece topes a las contribuciones privadas  
(artículo 232), obliga a los partidos a publicar sus gastos en tiempo real (artículo 241) 
y prohíbe el uso de recursos públicos en campañas, una regla crucial en un país en  
el que, antes de 2008, alcaldías y prefecturas desviaban fondos para promocionarse  
(Noboa supera el límite del gasto electoral, 2026). Sin embargo, su eficacia es parcial: 
en 2023, el cne sancionó a 15 organizaciones por incumplimientos, pero 70.00 % de las  
multas no se cobraron debido a vacíos legales (Consejo Nacional Electoral, 2023b).  
Esta brecha entre norma y práctica revela un dilema: el Código es idóneo en diseño  
—al detallar prohibiciones y sanciones—, pero su aplicación depende de capacidades 
institucionales que aún son frágiles.

Otro avance significativo del Código es su adaptación a la era digital. Mientras que la 
Constitución garantiza derechos políticos en su artículo 61, el Código, en su artículo  
98, regula el uso de las redes sociales en campañas al exigir transparencia en la publi-
cidad pagada y prohibir la difusión de noticias falsas. Esta disposición, innovadora en 
América Latina, busca contrarrestar amenazas como la desinformación masiva, que 
en los comicios de 2021 generó caos con falsos anuncios acerca de supuestas sus-
pensiones electorales (Organización de los Estados Americanos, 2021). No obstante,  
su implementación enfrenta obstáculos técnicos: el cne carece de herramientas  
para monitorear plataformas como Telegram o TikTok, donde circulan contenidos  
virales no regulados (Sampedro, 2022).

La relación entre el Código y la Constitución también evidencia tensiones. Por ejemplo, el  
artículo 219 constitucional faculta al cne para promover la participación ciudadana, pe-
ro el artículo 12 del Código restringe la inscripción de las candidaturas independientes 
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al exigir firmas equivalentes a 1.50 % del padrón electoral. Esto muestra un conflicto 
entre el ideal participativo de la carta magna y el pragmatismo del Código, que priori- 
za la estabilidad del sistema de partidos. Asimismo, mientras la Constitución, en su 
artículo 220, otorga al tce la última palabra en disputas electorales, el Código, en  
su artículo 175, permite recurrir a la Corte Constitucional del Ecuador en casos de  
interpretación de derechos, lo que crea una superposición de competencias que  
en 2023 generó dos fallos contradictorios acerca de la inhabilitación de un prefecto 
(Proceso penal contra prefecto de Cotopaxi quedó suspendido en 2023, 2026).

Así pues, el Código de la Democracia establece un entramado detallado para el  
funcionamiento del cne y tce, en el que se delinean no solo sus competencias, sino tam-
bién los mecanismos que garantizan su interacción en el sistema político ecuatoriano. 

Para el cne, el Código consolida su rol como administrador integral de los procesos elec-
torales: desde la organización logística de los comicios hasta la fiscalización del finan-
ciamiento político. Un ejemplo concreto de esto es su facultad para rechazar aquellas 
candidaturas que incumplan requisitos legales, como ocurrió en 2021 cuando negó la 
inscripción de un movimiento político por no presentar avales válidos en cinco provin-
cias, una decisión respaldada por el artículo 89 del Código, que exige el respaldo de 
1.50 % del padrón electoral distribuido geográficamente. Además, el cne está obligado 
a promover la participación de grupos históricamente excluidos, al implementar nor-
mas como la paridad de género en las listas electorales, que ha elevado la represen-
tación femenina en la Asamblea Nacional; aunque persisten prácticas elusivas, como 
ubicar a mujeres en distritos con baja viabilidad de triunfo, un vacío que el Código aún 
no sanciona de manera efectiva.

Por otro lado, el tce emerge como el árbitro último de los conflictos electorales, con  
autoridad para revisar y anular las decisiones del cne si se detectan vicios de legalidad.  
Esto quedó claro en casos como la impugnación de una candidatura a una concejalía 
rural en 2022, donde el tce exigió al cne reevaluar las pruebas documentales, al subra-
yar que la mera sospecha de irregularidades no basta para invalidar una postulación 
sin un debido proceso. El Código, en su artículo 175, establece plazos perentorios para  
estas resoluciones —a veces de apenas un día—, lo que agiliza los procesos, pero tam-
bién plantea riesgos, como limitar el derecho a la defensa en contextos en los que  
acceder a documentos oficiales puede tomar más tiempo, en especial en zonas rurales.  
Además, el tce tiene la potestad de requerir colaboración interinstitucional, como cuando  
solicitó a un juzgado de lo familiar certificar si un candidato adeudaba pensiones  
alimenticias, un requisito para validar su elegibilidad según el artículo 113 de la Ley  
de Elecciones. Esta facultad refleja el modo en que el tce opera como un ente trans-
versal, capaz de movilizar recursos de otras funciones del Estado para asegurar el  
cumplimiento de la normativa electoral.
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Conforme al Código de la Democracia, el cne y el tce se configuran como pilares técnicos 
y jurídicos de la Función Electoral, dotándolos de herramientas para garantizar proce-
sos limpios e inclusivos. No obstante, su implementación enfrenta obstáculos estruc-
turales —desde la resistencia de los actores políticos a someterse a controles hasta 
las brechas tecnológicas— que revelan que las leyes, por avanzadas que sean, requie-
ren de una cultura institucional dispuesta a aplicarlas. 

De tal manera, el Código de la Democracia complementa la Constitución al traducir  
principios abstractos en reglas operativas, destacándose en áreas como paridad de 
género, control financiero y adaptación digital. Sin embargo, su eficacia se ve limita-
da por desafíos de implementación, contradicciones normativas y la resistencia de los  
actores políticos a someterse a controles estrictos. Como señala Daniel Zovatto (2020), 
“la calidad de una democracia no depende solo de leyes avanzadas, sino de una cultura  
institucional que las respire” (p. 89). Ecuador ha dado pasos significativos, pero el  
verdadero reto es consolidar una justicia electoral que, más allá de los textos, se arraigue  
en prácticas cotidianas de transparencia y rendición de cuentas.

Garantías procesales y equidad

La justicia electoral, en su dimensión procedimental, se sustenta en dos pilares irre-
nunciables: las garantías procesales, que aseguran el cumplimiento de las normas y 
el acceso a los recursos efectivos, y la equidad, que busca nivelar las condiciones de 
competencia entre los actores políticos. En Ecuador, estos principios han sido consa-
grados tanto en la Constitución de 2008 como en el Código de la Democracia, creando 
un marco normativo ambicioso que, sin embargo, enfrenta tensiones entre su dise-
ño ideal y su aplicación práctica. Como señala O’Donnell, en América Latina existe una 
brecha recurrente entre las “leyes en los libros [y las] leyes en acción” (Meza, 2010,  
p. 78), un fenómeno que se manifiesta en la implementación de las normas electorales.  
En este contexto, las garantías procesales —como el derecho a impugnar resultados  
o a recibir decisiones fundadas— no son meros formalismos, sino mecanismos para 
evitar que el poder se concentre en grupos privilegiados. 

La equidad, por su parte, va más allá de la igualdad formal: implica corregir asimetrías 
históricas mediante políticas activas, como cuotas de género o regulación del finan-
ciamiento político. El Código de la Democracia es pionero en este ámbito: no solo exi-
ge paridad en las listas electorales, sino que prohíbe el uso de recursos públicos en las  
campañas, una norma que busca evitar ventajas desleales para quienes ostentan cargos  
de poder. Sin embargo, como advierte Zovatto (2023), “la equidad no se decreta; se 
construye combatiendo prácticas clientelares y capturas institucionales” (p. 112). 
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Las garantías procesales y la equidad se intersectan en el acceso a la justicia elec-
toral. Para los grupos históricamente marginados, como los pueblos indígenas o las 
personas con discapacidad, el sistema debe ofrecer no solo normas inclusivas, sino 
también recursos accesibles. El cne ha dado pasos significativos, como la implementa- 
ción de boletas electorales en lenguas indígenas y la capacitación del funcionariado 
en atención inclusiva (Consejo Nacional Electoral, 2023a). No obstante, como señala la  
Defensoría del Pueblo del Ecuador (2022), en zonas rurales de la Amazonía, 40.00 % de  
las comunidades aún enfrenta barreras para acceder a tribunales electorales debido  
a la falta de infraestructura o por el desconocimiento de procedimientos. Esto evi-
dencia que la equidad no puede limitarse a lo normativo; exige inversión en logística 
y comunicación intercultural, algo que el presupuesto electoral no siempre prioriza.

La tensión entre rapidez procesal y profundidad deliberativa es otro desafío. El  
Código establece plazos perentorios para resolver impugnaciones —a veces de 48  
horas—, lo que garantiza celeridad, pero puede sacrificar la calidad de las decisio-
nes. En 2022, el tce resolvió un recurso de apelación en menos de un día, al basarse en  
documentación incompleta proporcionada por el cne, lo que generó críticas por vulnerar  
el derecho a la defensa (Fallo del Tribunal Contencioso Electoral ratifica que jueces y 
consejeros electorales no pueden ser destituidos por acciones de queja, 2026). Este 
dilema refleja una paradoja: mientras las normas buscan eficiencia, la justicia electoral  
requiere tiempo para escuchar a las partes, analizar pruebas y fundamentar fallos.  
Como sostiene Luigi Ferrajoli (2021), “la prisa es enemiga del debido proceso” (p. 89), 
un principio que debería guiar cualquier reforma futura al sistema.

En el ámbito indígena, los avances son mixtos. La Constitución reconoce la justicia  
indígena, pero su articulación con el sistema electoral sigue siendo incipiente. En 2022, 
el tce validó por primera vez la elección de un cabildo indígena en Imbabura, con base  
en sus propias normas consuetudinarias, un hito celebrado por la Confederación de  
Nacionalidades Indígenas del Ecuador. No obstante, en la Amazonía, 40.00 % de las 
comunidades aún enfrenta barreras para acceder a tribunales electorales debido a la 
falta de traductores y a la lejanía de los centros urbanos (Defensoría del Pueblo del  
Perú, 2023). Iniciativas como las caravanas electorales, en las que el cne despliega 
equipos móviles con intérpretes de kichwa y shuar, han reducido estas brechas 15.00 %  
desde 2021, pero su alcance sigue siendo limitado debido a restricciones presupues-
tarias (Consejo Nacional Electoral, 2023a).

La tensión entre celeridad y profundidad en los procesos electorales es otro dilema. 
En febrero de 2024, el tce resolvió en menos de 24 horas un recurso contra la inha-
bilitación de un asambleísta acusado de nepotismo, con base en pruebas parciales 
proporcionadas por el cne. Organizaciones como Human Rights Watch cuestionaron la  
decisión, al argumentar que “la rapidez no puede anteponerse al derecho a una defensa  
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robusta” (Human Rights Watch, 2024). Este caso ejemplifica un problema sistémico: 
mientras que el Código impone plazos perentorios para evitar dilaciones, estos pue-
den socavar la calidad de las investigaciones. Como señala Ferrajoli (2021), “la justicia  
rápida rara vez es justicia plena” (p. 89), una advertencia que invita a repensar los 
equilibrios entre eficiencia y rigor.

En el frente digital, Ecuador afronta desafíos globales con soluciones locales. Aunque 
el Código de la Democracia regula la publicidad política en las redes sociales, en 2023 
60.00 % de los partidos utilizaron cuentas falsas de TikTok para eludir los topes de 
gasto, según un estudio de la Universidad San Francisco de Quito (Vallejo, 2023). En 
respuesta, el cne lanzó en 2024 una plataforma de monitoreo en tiempo real con inte-
ligencia artificial, desarrollada en colaboración con la Universidad de las Américas, que 
detectó 35.00 % de contenidos falsos en los comicios seccionales de ese año (Consejo 
Nacional Electoral, 2023a). Sin embargo, como advierte Benkler (2022), “la autorregu-
lación de las plataformas digitales es insuficiente; se necesitan marcos globales que 
responsabilicen a las empresas tecnológicas” (p. 145).

En conclusión, Ecuador ha sentado bases normativas sólidas para una justicia electoral 
equitativa, pero su implementación sigue tropezando con obstáculos estructurales y 
culturales. La experiencia reciente muestra que las garantías procesales y la equidad 
no son metas estáticas, sino procesos dinámicos que exigen adaptación constante.  
Como señala Amartya Sen (2023), “la verdadera equidad se mide por la capacidad de 
los más vulnerables para reclamar sus derechos sin temor” (p. 204). Para lograrlo,  
se requiere no solo fortalecer al cne y al tce con recursos y tecnología, sino también  
fomentar una ciudadanía activa que exija transparencia y participe de forma crítica en 
cada etapa del ciclo de votaciones. Solo así la justicia electoral dejará de ser un dis-
curso abstracto para convertirse en una práctica cotidiana.

Un ejemplo a seguir
La incorporación de la Función Electoral como un poder autónomo en la estructura del 
Estado representa un avance fundamental para las democracias contemporáneas, en 
particular en contextos en los que la credibilidad de los procesos electorales ha sido his-
tóricamente cuestionada. A diferencia del modelo clásico de Montesquieu —que dividía 
el poder en Ejecutivo, Legislativo y Judicial—, la Función Electoral surge como un cuarto 
eje especializado en garantizar que las elecciones no sean meros rituales formales, si-
no el cimiento vivo de la soberanía popular. En esencia, esta función engloba el diseño, la 
administración y la supervisión de los procesos electorales, a fin de asegurar que se rea-
licen con integridad, transparencia y equidad. Como señala Zovatto (2023), “en socieda-
des polarizadas, la autonomía de los órganos electorales es la única garantía de que el 
poder emane de la voluntad ciudadana y no de acuerdos cupulares” (p. 78). 
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Ecuador, con su Constitución de 2008, es un caso emblemático: al elevar lo electoral 
a una función estatal autónoma, buscó superar décadas de desconfianza, como en el 
proceso electoral de 2006, donde las acusaciones de fraude generaron una crisis polí-
tica sin precedentes (Acusaciones de fraude polarizan elecciones, 2006).

La creación de la Función Electoral independiente responde a una necesidad crítica: 
evitar que quienes compiten por el poder controlen las reglas del juego. En el modelo 
tradicional, los partidos en el gobierno solían influir en la designación de las autorida-
des electorales, lo que convertía a los comicios en una farsa, como ocurrió en México 
antes de la creación del Instituto Nacional Electoral (ine) o en Ecuador con el antiguo 
tse. Al establecer órganos como el cne y el tce, la Función Electoral ecuatoriana separa 
las tareas administrativas de las jurisdiccionales, un principio que, según idea Interna-
cional, “reduce los conflictos de interés y fortalece la imparcialidad” (Instituto Inter-
nacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, 2022, p. 45). 

La importancia de esta función trasciende lo técnico: es un pilar de legitimidad demo-
crática. En países con fracturas sociales profundas, como Ecuador, donde 32.00 % de  
la población desconfía de las instituciones (Corporación Latinobarómetro, 2026),  
la existencia de un árbitro electoral creíble mitiga el riesgo de que los conflictos polí-
ticos se resuelvan en las calles y no en las urnas. Así, la Función Electoral opera como 
un pacto de confianza entre actores antagónicos al permitir que, incluso en contextos 
de polarización extrema —como el enfrentamiento entre correísmo y anticorreísmo—, 
los resultados sean aceptados como válidos. Esto explica por qué, pese a la tensión 
durante las elecciones de 2021, ninguna fuerza política desconoció los resultados cer-
tificados por el cne y avalados por el tce, un logro que Przeworski (2019) atribuye a la 
existencia de “instituciones capaces de convertir la incertidumbre política en certi-
dumbre procedimental” (p. 112).

Empero, la mera existencia de la Función Electoral no garantiza su eficacia. Su éxito 
depende de al menos tres condiciones: 

1)	 Autonomía real frente a poderes fácticos. 
2)	 Capacidad técnica para gestionar procesos complejos.
3)	 Rendición de cuentas ante la ciudadanía. 

En Ecuador, aunque el cne y el tce son formalmente independientes, han enfrentado 
presiones sutiles, como recortes presupuestarios selectivos o campañas de despres-
tigio desde el Poder Legislativo. En 2022, por ejemplo, la Asamblea Nacional intentó 
destituir a dos consejeros electorales con base en acusaciones no probadas de par-
cialidad, una maniobra que, según la Fundación Ciudadanía y Desarrollo (2023, p. 15), 
buscaba debilitar su autoridad ante elecciones clave. Además, pese a avances como la 
implementación del voto electrónico en el exterior, persisten brechas tecnológicas: en 
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2023, 15.00 % de las juntas rurales no recibió materiales electorales a tiempo, un pro-
blema que el cne atribuyó a limitaciones logísticas (Consejo Nacional Electoral, 2023b).

El caso de Ecuador es especialmente valioso como ejemplo comparado porque muestra  
que un diseño institucional con autonomía electoral, por sí solo, no basta para garan-
tizar una democracia sólida. En primer lugar, existe una desconfianza estructural en el 
sistema político: muchos ciudadanos perciben las elecciones como un rito vacío y no  
como una vía efectiva de representación. Esta percepción no se limita a las candida-
turas, sino al sistema completo, el cual está marcado por una fragmentación parti-
dista extrema que dificulta la gobernabilidad democrática. Dicha fragmentación no es 
algo superficial. Ecuador tiene una proliferación de partidos y movimientos políticos,  
muchos sin identidad ideológica ni base social clara, utilizados estratégicamente  
como vehículos electorales momentáneos. Su sobreoferta concita apatía e incertidum-
bre entre las y los votantes, que se enfrentan a candidaturas carentes de proyectos  
reales y con escasa lealtad política. Este contexto permite que quienes conocen  
estructuras partidistas consolidadas, como Uruguay o Chile, logren mayor confianza 
ciudadana y estabilidad política.

En ese sentido, la presencia de un organismo jurisdiccional como el Tribunal Conten-
cioso Electoral resulta esencial. Desde su creación en 2008, el tce ha actuado co-
mo una instancia decisoria ante conflictos electorales, asegurando la integridad del  
proceso. Además, su conformación mediante concurso público de méritos y oposición, 
en lugar de nombramientos políticos, busca dar garantías de imparcialidad y partici-
pación ciudadana. 

La experiencia comparada refuerza la relevancia de este modelo. En países como Costa  
Rica y Uruguay, donde los órganos electorales son autónomos y técnicos, los índices 
de confianza superan 60.00 %, mientras que, en naciones con sistemas híbridos o  
dependientes del Ejecutivo, como Honduras o Guatemala, la desconfianza ronda  
80.00 % (Proyecto de Opinión Pública de América Latina y el Barómetro de las Amé-
ricas, 2023). Esto no implica que el modelo sea infalible —en México, el ine encara 
ataques frontales del gobierno federal—, pero sí demuestra que la especialización elec-
toral mitiga riesgos de manipulación. Como señala O’Donnell (2004), “la democracia no 
es solo elecciones, pero sin elecciones limpias, no hay democracia” (p. 34), una máxi-
ma que subraya por qué los estados deben priorizar esta función.

De tal modo, se puede afirmar que la Función Electoral representa un salto cualitativo 
en la arquitectura democrática al transformar las elecciones, de un acto administra-
tivo, en un proceso garantista. Su valor radica en que, al independizar la organiza-
ción y resolución de conflictos electorales, protege el núcleo mismo de la soberanía 
popular: el derecho a decidir y a ser elegido sin coerción. Sin embargo, como advier-
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te Amartya Sen (2023), “las instituciones son tan fuertes como la voluntad social de 
defenderlas” (p. 204). 

Por ello, su consolidación exige no solo marcos legales robustos, sino una ciudadanía 
vigilante que exija transparencia y castigo a los infractores. Ecuador, con sus aciertos 
y tropiezos, ofrece lecciones valiosas: la democracia no se decreta, se construye día 
a día mediante reglas claras y órganos capaces de hacerlas valer, ya que enseña que 
la democracia no se consolida solo con organismos formales autónomos, sino que exi-
ge reformas institucionales profundas, legitimidad ciudadana y mecanismos eficien-
tes de control y justicia electoral. Así, el tce, con sus facultades decisorias y su diseño 
institucional, se posiciona como un pilar indispensable para mantener la credibilidad 
y la estabilidad del proceso democrático.
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